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ASUNTO
La Sala resuelve lo que en derecho corresponda con ocasión de la acción de tutela que promueve por intermedio de apoderada el ciudadano Horacio Delgado Giraldo contra el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario ‘I.N.P.E.C.’.
ANTECEDENTES

Expuso que el Juzgado Promiscuo del Circuito de Belén de Umbría condenó al señor Delgado Giraldo a la pena de 48 meses de prisión, sentencia en la que además le concedió permiso para trabajar en jornadas diarias de lunes a sábado, por lo que se adoptó por el establecimiento carcelario de la referida ciudad la resolución 0066 del 24 de julio de 2009, con ocasión de la cual autorizó su salida del reclusorio dentro del horario que él estableciera, con observancia del reglamento interno del I.N.P.E.C.
Agrega la apoderada que solicitó del establecimiento carcelario el reconocimiento del descuento por trabajo realizado por su representado, el cual no le fue concedido porque Delgado Giraldo no presentó la solicitud a la junta de trabajo, estudio y enseñanza para realizar actividades válidas con el fin de obtener redención de pena.
Acusa el libelo que con esta decisión se está vulnerando el derecho al debido proceso, ya que él fue autorizado por el juez y el director de la cárcel para las actividades laborales en un establecimiento de comercio, que dicho trabajo se realizó en una labor válida y con la finalidad de obtener redención de la sanción.

SENTENCIA DE PRIMER GRADO
El fallador de primer nivel precisó que en el evento sometido a examen no se aprecia vulneración de los derechos del interno Delgado Giraldo, ya que la respuesta emitida por el Director del Establecimiento Carcelario está ajustada a la ley y a los reglamentos que rigen para aquella población, porque para obtener la redención de pena por trabajo y otras actividades, debe observarse un procedimiento que inicia con la solicitud, lo cual no se cumplió y por tanto la petición de amparo es improcedente.

IMPUGNACIÓN

Sostuvo la apoderada del actor que las autoridades carcelarias al encontrar que su asistido fue autorizado por el juzgado para laborar, debieron incluirlo en un plan ocupacional, bien por firma autorizada o por convocatoria, pero hubo desidia de su parte, con lo cual se vulneró el debido proceso, puesto que a ellas correspondía direccionar el beneficio al cual era acreedor el recluso.
Agrega que tal omisión puede comportar incluso conductas punibles, pues guardaron silencio y dejaron a su mandante en la ignorancia, ya que no se le informó de tal procedimiento pese a que lo veían salir todos los días a laborar y asegura que se transgredieron las normas respecto de la dignidad humana y la finalidad del tratamiento carcelario.

CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

Compete a esta Corporación, asumir el estudio de rigor para establecer: (i) si el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario ha vulnerado los derechos fundamentales invocados mediante apoderada por el actor y por ende si procede la revocatoria de la decisión de primera instancia como en forma tácita lo solicita la impugnante, o (ii) si el fallo se encuentra ajustado a derecho y por ende merece la ratificación.

SOLUCIÓN

Conforme con lo previsto por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en todo momento y lugar, directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

Concretos son los hechos que fundamentan el petitum tutelar y se reducen a la negativa de ser reconocido un tiempo por trabajo que desarrolló el señor Horacio Delgado Giraldo –recluido en el establecimiento carcelario de Belén de Umbría- en forma externa, con la finalidad de obtener una redención de la pena a que fuera condenado.
Como bien se explicó por el operador jurídico de primer nivel, existen unos procedimientos establecidos por la ley, con la finalidad de que el interno logre aquellos propósitos de readaptación social, uno de cuyos medios lo constituye el trabajo. Pero para que aquella actividad pueda conducir a la redención de la sanción corporal impuesta, se requiere de unos presupuestos como bien lo explicó el Director de la Cárcel de Belén de Umbría, consistentes en inscribirse ante la junta que maneja aquél sistema, con ocasión de lo cual se le haría el proceso de evaluación y asignación para luego hacer el seguimiento y la valoración de su desempeño.
Los conductos regulares deben ser acatados y los reglamentos que se imponen mediante las respectivas resoluciones, tienden a preservar precisamente aquél debido proceso que ahora se reclama por esta vía, de suerte que con fundamento en las disposiciones de la ley 65 de 1993, se expidió entre otras, la resolución 2392 de 2006 por la cual se reglamentó las actividades válidas para obtener redención de pena en los establecimiento de reclusión del sistema nacional penitenciario y carcelario.
Bajo este entendido no puede el juez constitucional alterar tales procedimientos para imponer al servidor penitenciario que expida unas certificaciones respecto de un trabajo que al parecer ejecutó el señor Delgado Giraldo, sin que en momento alguno se le hubiera hecho el proceso de autorización, seguimiento y evaluación del desempeño para tener certeza de que merece algún abono al tiempo de sanción.
Ahora, si como lo asegura la apoderada del interno, existió una grave omisión de la autoridad carcelaria, tiene expeditas las vías para que inicie las acciones que considere pertinentes, pero no con ello se convalida que pueda ordenarse la expedición de las certificaciones que por esta vía reclama, entre otras razones porque no existe certeza acerca del tiempo que realmente pudo haber trabajado, ni su comportamiento en el desempeño laboral para efectos de la redención.
Las consideraciones anotadas permiten concluir que en efecto, no es procedente el amparo del derecho fundamental al debido proceso invocado por el ciudadano Delgado Giraldo mediante apoderada porque no se advera su afectación, de suerte que la decisión de primer nivel merece el aval de la Sala.

DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,

RESUELVE
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela de contenido, fecha y origen indicados, en cuanto fue objeto de impugnación.
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del decreto 2591 de 1991 y REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
LEONEL ROGELES MORENO               JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado









 Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
       JAIRO ALBERTO LÓPEZ MORALES

Magistrado
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